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Anteproyecto de ley por la que se modifica la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el 
desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional. 
___________________________________________________________________________ 

 
 
La Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 2020, por la que se fijan normas específicas 

con respecto a la Directiva 96/71/CE y la Directiva 2014/67/UE para el desplazamiento de los 
conductores en el sector del transporte por carretera, y por la que se modifican la Directiva 
2006/22/CE en lo que respecta a los requisitos de control del cumplimiento y el Reglamento 
(UE) 1024/2012, ha establecido normas especiales en relación con el desplazamiento de 
conductores en el transporte por carretera. 

Ha establecido unas excepciones al régimen general de desplazamiento de conductores en 
relación con los que sean trabajadores por cuenta ajena y estén implicados en operaciones de 
transporte bilateral, tanto de mercancías como de viajeros. No tendrán la consideración de 
trabajadores desplazados al realizar estos servicios en las condiciones que se concretan en la 
Directiva. También enumera las actividades de carga y/o descarga que pueden realizarse en el 
Estado miembro de acogida, así como los casos en que puede recoger y dejar viajeros en otro 
Estado sin que el conductor se considere desplazado a efectos del cumplimiento de la 
legislación laboral del Estado miembro de acogida. 

Asimismo, determina los documentos que pueden exigirse por las autoridades del Estado 
miembro de acogida para comprobar el cumplimiento de la normativa aplicable. 

Esta ley incorpora al ordenamiento interno las disposiciones de la Directiva (UE) 
2020/1057, que afectan a la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento de 
trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional, incluyendo un capítulo 
nuevo sobre normas específicas aplicables a los conductores de transporte por carretera que 
afecta a los supuestos en que las operaciones o actividades se realizan en España y, 
consecuentemente, se determina la documentación exigible y las obligaciones de las empresas. 

Conforme a lo exigido por la directiva respecto a que las empresas de transporte 
establecidas en un Estado que no sea miembro no obtendrán un trato más favorable que las 
empresas establecidas en un Estado miembro, ni siquiera cuando realicen operaciones de 
transporte con arreglo a acuerdos bilaterales o multilaterales que den acceso al mercado de la 
Unión o a partes de él, se establece la aplicación de las normas especiales a las empresas 
establecidas en terceros países, cuando realicen operaciones de transporte con arreglo a 
acuerdos bilaterales o multilaterales que den acceso al mercado de la Unión. 

Esta ley es coherente con los principios de buena regulación establecidos en el artículo 129 
de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas. De lo expuesto en los párrafos anteriores se pone de manifiesto el 
cumplimiento de los principios de necesidad y eficacia, dado que se trata de incorporar una 
Directiva de la Unión Europea. La ley es acorde al principio de proporcionalidad, al contener 
la regulación imprescindible para la consecución de los objetivos previamente mencionados, e 
igualmente se ajusta al principio de seguridad jurídica. En cuanto al principio de transparencia 
la ley ha sido objeto de información pública, se ha sometido a informe del Consejo Nacional de 
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Transportes Terrestres, del Comité Nacional del Transporte por Carretera y de las comunidades 
autónomas. 

 
Artículo único. Modificación de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento 

de trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional. 

La Ley 45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento de trabajadores en el marco 
de una prestación de servicios transnacional, queda modificada como sigue: 

 
Uno. Se añade un nuevo capítulo V redactado en los siguientes términos: 

«CAPÍTULO V 
 

Normas especiales para los conductores en el transporte por carretera 
 

Artículo 18. Ámbito de aplicación de las normas especiales. 
 

1. Las normas especiales para el desplazamiento de conductores en el transporte por 
carretera establecidas en este capítulo solo serán de aplicación cuando se trate de 
trabajadores por cuenta ajena a que se refiere el artículo 2.1.1º.a). 

El resto de disposiciones de la presente ley serán de aplicación en lo no previsto en 
este capítulo y en tanto no se opongan al mismo. 

A efectos de este capítulo, se entiende por Estado de establecimiento aquél en que esté 
establecida la empresa transportista. 

2. Este capítulo será de aplicación a las empresas en terceros países cuando realicen 
operaciones de transporte con arreglo a acuerdos bilaterales o multilaterales que den acceso 
al mercado de la Unión. 

 
Artículo 19. Exclusiones en el transporte internacional de mercancías. 

 
1. Un conductor no se considerará trabajador desplazado a efectos de esta ley cuando 

realice operaciones de transporte bilateral de mercancías basado en un contrato de 
transporte desde el Estado miembro de establecimiento hasta España o bien desde España 
al Estado miembro de establecimiento. 

Tampoco se considerará desplazado un conductor cuando esté realizando el trayecto 
inicial o final de una operación de transporte combinado tal como se define en la Directiva 
92/106/CEE, si dicho trayecto es una operación de transporte bilateral, de acuerdo con lo 
indicado en el párrafo anterior. 

2. Tampoco se considerará trabajador desplazado al conductor cuando, además de 
realizar una operación de transporte bilateral desde el Estado miembro de establecimiento 
hasta otro Estado miembro o tercer país o desde otro Estado miembro o tercer país al Estado 
miembro de establecimiento, realice en España una actividad de carga y/o descarga siempre 
que no cargue en España mercancías que se descarguen en España, es decir, siempre que 
no realice transporte interno o de cabotaje realizando la carga y descarga de las mismas 
mercancías en España. 
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Cuando durante la operación de transporte bilateral que comience en el Estado 
miembro de establecimiento no se realice otra actividad adicional de carga y/o descarga y 
vaya seguida de una operación de transporte bilateral hacia el Estado miembro de 
establecimiento, la exclusión con respecto a las actividades adicionales se aplicará como 
máximo a dos actividades adicionales de carga y/o descarga, en las condiciones 
establecidas en el párrafo anterior. 

Las exclusiones respecto a actividades adicionales de carga y/o descarga establecidas 
en los dos párrafos anteriores se aplicarán siempre que los conductores registren 
manualmente los datos de cruce de fronteras y únicamente hasta la fecha en que los 
tacógrafos inteligentes que cumplen el requisito de registro de los cruces de fronteras y 
otras actividades adicionales a que se refiere el artículo 8, apartado 1, párrafo primero, del 
Reglamento (UE) 165/2014, relativo a los tacógrafos en el transporte por carretera, por el 
que se deroga el Reglamento (CEE) 3821/85 del Consejo relativo al aparato de control en 
el sector de los transportes por carretera y se modifica el Reglamento (CE) 561/2006 del 
Parlamento Europeo y del Consejo relativo a la armonización de determinadas 
disposiciones en materia social en el sector de los transportes por carretera, deban instalarse 
en los vehículos matriculados por primera vez con arreglo al artículo 8, apartado 1, párrafo 
cuarto, del citado Reglamento. A partir de tal fecha, las citadas exclusiones respecto a 
actividades adicionales se aplicarán únicamente a los conductores que utilicen vehículos 
equipados con tacógrafos inteligentes, de acuerdo con los artículos 8, 9 y 10 del 
Reglamento (UE) 165/2014, de 4 de febrero de 2014. 

3. En ningún caso se considerará trabajador desplazado al conductor que transite por 
España sin cargar ni descargar mercancías en su territorio. 

 
Artículo 20.  Exclusiones en el transporte internacional de viajeros. 

 
1. Un conductor no se considerará trabajador desplazado a efectos de esta ley cuando 

realice operaciones de transporte bilateral de viajeros a que se refiere el Reglamento (CE) 
1073/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de octubre de 2009, por el que se 
establecen normas comunes de acceso al mercado internacional de los servicios de 
autocares y autobuses y por el que se modifica el Reglamento (CE) 561/2006, recogiendo 
viajeros en el Estado miembro de establecimiento y dejándolos en España, o bien 
recogiéndolos en España y dejándolos en el Estado miembro de establecimiento, o 
recogiéndolos y dejándolos en el Estado miembro de establecimiento con el fin de realizar 
excursiones locales en España, de conformidad con el citado reglamento. 

2. Esta exclusión con respecto a las operaciones de transporte bilateral de viajeros 
también se aplicará cuando, además de realizar una operación de transporte bilateral desde 
el Estado miembro de establecimiento hasta otro Estado miembro o tercer país o desde otro 
Estado miembro o tercer país al Estado miembro de establecimiento, el conductor recoja 
viajeros una vez y/o deje viajeros una vez en España, siempre y cuando no ofrezca servicios 
de transporte de viajeros entre dos lugares situados dentro de España. Lo anterior también 
será de aplicación al viaje de vuelta. 

La exclusión respecto a actividades adicionales establecida en el párrafo anterior se 
aplicará, siempre que los conductores registren manualmente los datos de cruce de 
fronteras, hasta la fecha a partir de la cual los tacógrafos inteligentes que cumplan el 
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requisito de registro de los cruces de fronteras y otras actividades adicionales a que se 
refiere el artículo 8, apartado 1, párrafo primero, del Reglamento (UE) 165/2014 deban 
instalarse en los vehículos matriculados por primera vez con arreglo al artículo 8, apartado 
1, párrafo cuarto, del citado Reglamento. A partir de esa fecha, la exclusión respecto a 
actividades adicionales establecida en el párrafo anterior se aplicará únicamente a los 
conductores que utilicen vehículos equipados con tacógrafos inteligentes, de acuerdo con 
los artículos 8, 9 y 10 de dicho Reglamento. 

3. En ningún caso se considerará trabajador desplazado al conductor que transite por 
España sin recoger ni dejar viajeros en su territorio. 

 
Artículo 21. Transporte de cabotaje y otros supuestos de desplazamiento. 

 
1. El conductor que realice transporte de cabotaje, tal como se define en los 

Reglamentos (CE) 1072/2009 y 1073/2009, se considerará en todo caso trabajador 
desplazado. 

2. Las operaciones de transporte internacional no bilateral que se realicen entre un 
Estado miembro distinto al de establecimiento y España, serán consideradas 
desplazamiento cuando se reúnan las condiciones previstas en esta ley. 

3. Cuando en las operaciones de transporte internacional bilateral las actividades 
adicionales excedan de las previstas por los artículos 19 y 20 y una de las que excedan 
tenga lugar en territorio español, se considerará que la empresa de transporte realiza un 
desplazamiento. 

 
Artículo 22. Comunicaciones sobre el desplazamiento de conductores. 

 
1. En caso de desplazamiento de conductores no será de aplicación lo dispuesto en el 

artículo 5. En todo caso, la empresa transportista deberá realizar una comunicación de 
desplazamiento, antes de su inicio, utilizando un formulario multilingüe estándar de la 
interfaz pública conectada al Sistema de Información del Mercado Interior (IMI), 
establecido por el Reglamento (UE) 1024/2012. Dicha comunicación de desplazamiento 
incluirá la siguiente información: 

 
a) La identidad de la empresa transportista, como mínimo en forma de número de 

licencia comunitaria, cuando se disponga de este número, 
b) Los datos de contacto de un gestor de transporte o de otra persona de contacto que 

se halle en el Estado miembro de establecimiento para el enlace con las autoridades 
laborales competentes y para el envío y la recepción de documentos o notificaciones, 

c) La identidad, el domicilio y el número de permiso de conducción del conductor, 
d) La fecha de inicio del contrato de trabajo del conductor y la legislación aplicable a 

dicho contrato, 
e) Las fechas previstas del inicio y de la finalización del desplazamiento, 
f) Las matrículas de los vehículos a motor, 
g) El tipo de servicio de transporte prestado: transporte de mercancías, transporte de 

viajeros, transporte internacional o transportes de cabotaje. 
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2. A efectos de control, la empresa transportista mantendrá actualizadas en la interfaz 
pública conectada al IMI las declaraciones de desplazamiento a que se refiere el apartado 
1. 

3. La información de las comunicaciones de desplazamiento se guardará en el 
repositorio del IMI a efectos de verificación durante un periodo de veinticuatro meses. 

4. Los operadores de transporte, transportistas de mercancías e intermediarios del 
transporte de viajeros que contraten con el transportista efectivo deberán comprobar el 
cumplimiento por este último de la obligación prevista en el apartado 1. 

 
Artículo 23. Obligaciones documentales de la empresa transportista en caso de 

desplazamiento de conductores. 
 

1. La empresa transportista deberá garantizar que el conductor tenga a su disposición, 
debiendo conservar y facilitar, cuando se le solicite en un control en carretera: 

 
a) Una copia de la declaración de desplazamiento presentada a través del IMI, 
b) Prueba de las operaciones de transporte que se efectúen en el Estado miembro de 

acogida, como la carta de porte electrónica (e-CMR) o las pruebas a que se refiere el 
artículo 8, apartado 3, del Reglamento (CE) 1072/2009, 

c) Los datos registrados por el tacógrafo y, en particular, los símbolos de país de los 
Estados miembros en que el conductor estuvo presente al realizar operaciones de transporte 
internacional por carretera o transportes de cabotaje, de conformidad con los requisitos de 
registro y archivo de datos establecidos en los Reglamentos (CE) 561/2006 y (UE) 
165/2014. 

 
2. Después del periodo de desplazamiento, la Inspección de trabajo y seguridad social 

podrá requerir a la empresa transportista para que envíe a través de la interfaz pública 
conectada al IMI copia de los documentos enumerados en las letras b) y c) del apartado 
anterior, así como la documentación relativa a la remuneración del conductor 
correspondiente al período de desplazamiento, el contrato de trabajo o un documento 
equivalente y las fichas con los horarios del conductor y la prueba de los pagos. 

La empresa transportista enviará la documentación a través de la interfaz pública 
conectada al IMI en un plazo de ocho semanas a partir de la fecha de la solicitud. Si la 
empresa transportista no presenta la documentación solicitada en dicho plazo, la Inspección 
de trabajo y seguridad social podrá solicitar, a través del IMI, la asistencia de las 
autoridades competentes del Estado miembro de establecimiento. 

Recíprocamente, la Inspección de trabajo y seguridad social española, en el caso de 
empresas transportistas establecidas en España cuyos conductores se hayan desplazado, 
garantizará que se proporcionen a las autoridades competentes de los Estados miembros en 
los que haya tenido lugar el desplazamiento la documentación solicitada a través del IMI, 
en un plazo de veinticinco días hábiles a partir de la fecha de la solicitud de asistencia 
mutua 

 
Artículo 24. Control de las exclusiones de los artículos 19 y 20. 
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A efectos de control, en los supuestos enumerados en los artículos 19 y 20 únicamente 
se podrá requerir a los conductores que conserven y faciliten, cuando así se les solicite en 
el control en carretera, la prueba en papel o en formato electrónico de los transportes 
internacionales pertinentes, como la carta de porte electrónica (e-CMR) o las pruebas a que 
se refiere el artículo 8, apartado 3, del Reglamento (CE) 1072/2009, y los datos registrados 
por el tacógrafo a que se refiere la letra c) del artículo 23 de esta ley. 

 
Artículo 25. Cómputo del periodo de desplazamiento. 

 
A efectos de determinar la duración del desplazamiento, se considerará que este 

comienza cuando el conductor entre en territorio español y termina cuando lo abandone 
como parte de su actividad de transporte internacional de mercancías o de viajeros. Dicho 
período de desplazamiento no se acumulará a períodos de desplazamiento previos en el 
contexto de tales operaciones internacionales realizadas por el mismo conductor o por otro 
conductor al que haya sustituido. 

 
Dos. Los apartados 1 y 3 de la disposición adicional primera quedan redactados en los 

siguientes términos:  

«1. Las empresas establecidas en España que desplacen temporalmente a sus 
trabajadores al territorio de Estados miembros de la Unión Europea o de Estados 
signatarios del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo en el marco de una 
prestación de servicios transnacional deberán garantizar a éstos las condiciones de trabajo 
previstas en el lugar de desplazamiento por las normas nacionales de transposición de la 
Directiva 96/71/CE, de 16 de diciembre, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado 
en el marco de una prestación de servicios, y la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio 
de 2020, por la que se fijan normas específicas con respecto a la Directiva 96/71/CE y la 
Directiva 2014/67/UE para el desplazamiento de los conductores en el sector del transporte 
por carretera, y por la que se modifican la Directiva 2006/22/CE en lo que respecta a los 
requisitos de control del cumplimiento y el Reglamento (UE) nº 1024/2012, sin perjuicio 
de la aplicación a los mismos de condiciones de trabajo más favorables derivadas de lo 
dispuesto en la legislación aplicable a su contrato de trabajo, en los convenios colectivos o 
en los contratos individuales. 

3. Son infracciones administrativas las acciones u omisiones de los empresarios a que 
se refiere el apartado 1 por las que se incumplan las condiciones de trabajo previstas en el 
lugar de desplazamiento por las normas nacionales de transposición de la Directiva 
96/71/CE, de 16 de diciembre, sobre el desplazamiento de trabajadores efectuado en el 
marco de una prestación de servicios, y la Directiva (UE) 2020/1057, de 15 de julio de 
2020.» 
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Disposición final primera. Modificación del texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de 
agosto. 

El texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto, queda modificado como sigue: 

 
Uno. El artículo 10.3 queda redactado en los siguientes términos: 

«3. Son infracciones muy graves: 
 
a) La ausencia de comunicación de desplazamiento, así como la falsedad o la 

ocultación de los datos contenidos en la misma. 
b) El desplazamiento fraudulento de personas trabajadoras por empresas que no 

desarrollan actividades sustantivas en su Estado de establecimiento, así como el 
desplazamiento fraudulento de personas trabajadoras que no desempeñen normalmente su 
trabajo en el Estado Miembro de origen según lo dispuesto en el artículo 8 bis de la Ley 
45/1999, de 29 de noviembre, sobre el desplazamiento de los trabajadores en el marco de 
una prestación de servicios transnacional.» 

 
Dos. Se añaden dos nuevas letras al artículo 23.1 con el siguiente contenido: 

«l) Incumplir lo dispuesto en los Reglamentos de la Unión Europea sobre 
Coordinación de Sistemas de Seguridad Social, respecto a la determinación de la 
legislación de seguridad social aplicable, cuando dicho incumplimiento dé lugar a la 
inscripción o alta en el sistema de seguridad social español de empresas, trabajadores por 
cuenta ajena o por cuenta propia. 

m) Incumplir lo dispuesto en los Reglamentos de la Unión Europea sobre 
Coordinación de Sistemas de Seguridad Social, respecto a la determinación de la 
legislación de seguridad social aplicable, cuando dicho incumplimiento dé lugar a la falta 
de alta y cotización en el sistema de seguridad social español de personas desplazadas a 
España desde otro Estado Miembro de la Unión Europea, ya se trate de una empresa que 
desplace trabajadores para prestar servicios por cuenta ajena o de personas que se desplacen 
para prestar servicios por cuenta propia.» 

 
Tres. El artículo 42 queda redactado en los siguientes términos: 

 
«Artículo 42. Responsabilidad empresarial. 

 
1. Las infracciones a lo dispuesto en los artículos 42 a 44 del Estatuto de los 

Trabajadores determinarán la responsabilidad de los empresarios afectados en los términos 
allí establecidos. 

2. Las responsabilidades entre empresas de trabajo temporal y empresas usuarias en 
materia salarial se regirán por lo dispuesto en el artículo 16.3 de la Ley 14/ 1994, de 1 de 
junio, por la que se regulan las empresas de trabajo temporal. 
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3. La empresa principal responderá solidariamente con los contratistas y 
subcontratistas a que se refiere el apartado 3 del artículo 24 de la Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales del cumplimiento, durante el período de la contrata, de las obligaciones 
impuestas por dicha Ley en relación con los trabajadores que aquéllos ocupen en los centros 
de trabajo de la empresa principal, siempre que la infracción se haya producido en el centro 
de trabajo de dicho empresario principal. 

En las relaciones de trabajo mediante empresas de trabajo temporal, y sin perjuicio de 
las responsabilidades propias de éstas, la empresa usuaria será responsable de las 
condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la 
seguridad y la salud de los trabajadores, así como del recargo de prestaciones económicas 
del sistema de Seguridad Social que puedan fijarse, en caso de accidente de trabajo o 
enfermedad profesional que tenga lugar en su centro de trabajo durante el tiempo de 
vigencia del contrato de puesta a disposición y traigan su causa de falta de medidas de 
seguridad e higiene. 

Los pactos que tengan por objeto la elusión, en fraude de ley, de las responsabilidades 
establecidas en este apartado son nulos y no producirán efecto alguno. 

4. Las empresas que se citan en el artículo 22.4 de la Ley 45/1999, de 29 de noviembre, 
sobre desplazamiento de trabajadores en el marco de una prestación de servicios 
transnacional responderán solidariamente con la empresa transportista de las infracciones 
previstas en el artículo 10 en lo que se refiere a la obligación de comunicar el 
desplazamiento en la forma prevista por el artículo 22.1 de dicha Ley. 

5. La corrección de las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales, en 
el ámbito de las Administraciones públicas se sujetará al procedimiento y normas de 
desarrollo del artículo 45.1 y concordantes de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales. 

6. La declaración de hechos probados que contenga una sentencia firme del orden 
jurisdiccional contencioso-administrativo, relativa a la existencia de infracción a la 
normativa de prevención de riesgos laborales, vinculará al orden social de la jurisdicción, 
en lo que se refiere al recargo, en su caso, de la prestación económica del sistema de 
Seguridad Social.» 

 
Disposición final segunda. Modificación de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del 

Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

Se modifica el artículo 16 de la Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema de 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que queda redactado en los siguientes términos: 

 
«Artículo 16. Auxilio y colaboración con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social. 

 
1. Las autoridades, cualquiera que sea su naturaleza, los titulares de los órganos de la 

Administración General del Estado, de las Administraciones de las Comunidades 
Autónomas y de las Entidades Locales; los organismos autónomos y las entidades públicas 
empresariales; las cámaras y corporaciones, colegios y asociaciones profesionales; las 
demás entidades públicas, y quienes, en general, ejerzan funciones públicas, estarán 
obligados a suministrar a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social cuantos datos, 
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informes y antecedentes que tengan trascendencia en el ámbito de sus competencias, así 
como a prestarle la colaboración que le sea solicitada para el ejercicio de la función 
inspectora. 

2. El Consejo General del Notariado suministrará a la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social, de forma telemática, la información contenida en el índice único 
informatizado regulado en el artículo 17 de la Ley del Notariado de 28 de mayo de 1862, 
que tenga trascendencia en el ejercicio de la función inspectora. 

3. La Administración Tributaria cederá sus datos y antecedentes a la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social en los términos establecidos en el artículo 95.1.c) de la Ley 
58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria. Asimismo, las entidades gestoras y 
colaboradoras y los servicios comunes de la Seguridad Social prestarán su colaboración a 
la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, facilitándole, cuando le sean solicitadas, las 
informaciones, antecedentes y datos con relevancia en el ejercicio de la función inspectora, 
incluso los de carácter personal objeto de tratamiento automatizado, sin necesidad de 
consentimiento del afectado. La Administración Tributaria y la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social establecerán programas de mutua correspondencia y de coordinación para 
el cumplimiento de sus fines. 

4. Los órganos de la Administración General del Estado y los de las Comunidades 
Autónomas colaborarán con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y le prestarán el 
apoyo y el asesoramiento pericial y técnico necesario. 

5. Las mutualidades de previsión social deberán colaborar y suministrar a la Inspección 
de Trabajo y Seguridad Social los datos e informes que resulten necesarios para el adecuado 
desarrollo de la actividad de la Inspección, en lo relativo a su condición de entidad 
alternativa al Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 
Propia o Autónomos. 

6. Las obligaciones de auxilio y colaboración establecidas en los apartados anteriores 
sólo tendrán las limitaciones legalmente establecidas referentes a la intimidad de la 
persona, al secreto de la correspondencia, o de las informaciones suministradas a las 
Administraciones Públicas con finalidad exclusivamente estadística. 

7. Las autoridades competentes en materia de transporte terrestre facilitarán a la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social información respecto a los supuestos en que 
hayan comprobado que se produce un desplazamiento en los términos previstos por los 
artículos 18 a 21 de la Ley 45/1999 de 29 de noviembre sobre desplazamiento de 
trabajadores en el marco de una prestación de servicios transnacional sin que se haya 
producido una comunicación del mismo de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 22 de 
dicha Ley. 

8. Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad competentes estarán obligadas a prestar apoyo, 
auxilio y colaboración a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en el desempeño de 
sus funciones, a través de los mandos designados a tal efecto por la autoridad 
correspondiente. 

9. Mediante convenios u otros instrumentos se establecerán las formas de colaboración 
con la Inspección de Trabajo y Seguridad Social por parte de otros órganos de la 
Administración General del Estado o de otras Administraciones Públicas para los supuestos 
en que, como consecuencia de su actuación, tengan conocimiento de hechos presuntamente 
constitutivos de trabajo no declarado y empleo irregular. 
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Los hechos comprobados directamente por los funcionarios que ostenten la condición 
de Autoridad o de agentes de ella, contenidos en comunicaciones que se formulen en 
ejecución de lo establecido en los convenios o instrumentos indicados en el párrafo 
anterior, tras su valoración y calificación por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, 
podrán ser aducidos como prueba en los procedimientos iniciados por esta y serán tenidos 
por ciertos, salvo prueba en contrario de los interesados. 

10. Los Juzgados y Tribunales facilitarán a la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, de oficio o a petición de la misma, los datos de trascendencia para la función 
inspectora que se desprendan de las actuaciones en que conozcan y que no resulten 
afectados por el secreto sumarial. 

11. La colaboración de las Autoridades de los Estados Miembros de la Unión Europea 
con competencias equivalentes a las de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social se 
regirá por la normativa de la Unión Europea o por los instrumentos o acuerdos bilaterales 
o multilaterales de los que sea parte el Estado Español. 

Los hechos comprobados por dichas autoridades en el ámbito de la cooperación 
administrativa internacional que sean facilitados a las autoridades españolas podrán ser 
aducidos como prueba por la Inspección de Trabajo y Seguridad Social en los 
procedimientos iniciados por esta y serán tenidos por ciertos, salvo prueba en contrario de 
los interesados. 

12. La obtención de datos de carácter personal no recabados del interesado por los 
funcionarios de la Inspección en el ejercicio de sus competencias, no requerirá la 
información expresa e inequívoca a los interesados prevista en el artículo 5.4 de la Ley 
Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.» 

 
Disposición final tercera. Entrada en vigor. 

Esta ley entra en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín oficial del Estado. 


